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Resumen 
El actual documento presenta el panorama de la actual promoción y protección de la 
inversión extranjera en Colombia, a través de los denominados contratos de estabilidad 
jurídica. Estos contratos, encuentran soporte jurídico en el diseño normativo e institucional 
que se desprende de lo dispuesto en la Ley 963 de 2005, siendo en este sentido la base 
regulatoria de su implementación y uso en el país. La fecha de expedición de la norma da 
cuenta que esta es una tarea que contó con mayor impulso en el país durante las 
presidencias de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), y Juan Manuel Santos (2010-2018), 
elemento que precisa sobre el aumento de la inversión extranjera para estos periodos. El 
desarrollo del documento lleva en tanto a dar cuenta que estas normas han permitido contar 
con un diseño normativo en la materia más sólido, aunque no deja de ser importante 
continuar con la discusión, con miras a revisar aspectos como el que tiene que ver con el 
tratamiento tributario de estas inversiones, el tema exenciones, o de otra parte aspectos 
como la incidencia que a futuro pueda tener la justicia arbitral internacional como 
mecanismo de fortalecimiento de este tipo de contratos. 
Palabras claves: Acuerdos Bilaterales, Contratos de Estabilidad Jurídica, Inversión 
Extranjera, Inversión Extranjera Directa (IED), Fondo de Inversión de Capital Extranjero.  
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Abstract 
The current document presents the panorama of the current promotion and protection of 
foreign investment in Colombia, through the so-called legal stability contracts. These 
contracts find legal support in the normative and institutional design that follows from the 
provisions of Law 963 of 2005, being in this sense the regulatory basis of its 
implementation and use in the country. The date of issuance of the norm shows that this is a 
task that had greater momentum in the country during the presidencies of Álvaro Uribe 
Vélez (2002-2010), and Juan Manuel Santos (2010-2018), an element that requires increase 
in foreign investment for these periods. The development of the document leads to the 
realization that these norms have allowed for a more solid normative design in the subject, 
although it is still important to continue with the discussion, with a view to reviewing 
aspects such as the one that has to do with the tax treatment of these investments, the issue 
of exemptions, or on the other hand, aspects such as the future impact of international 
arbitral justice as a mechanism to strengthen this type of contract. 
Keywords: Bilateral Agreements, Legal Stability Contracts, Foreign Investment, Foreign 
Direct Investment (FDI), Foreign Capital Investment Fund. 
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 Introducción 
Fue hasta luego de superar la primera mitad del siglo XX que la inversión extranjera 
celebrada por particulares en los Estados comenzó a tener un tratamiento jurídico diferente 
a lo antes contemplado en el derecho internacional público (Alfonso, 2012). Es así, como se 
puede empezar a hablar del derecho internacional de las inversiones, el cual, aunque es 
relativamente nuevo, marca el direccionamiento jurídico de la celebración de acuerdos 
entre Estados y particulares para depositar inversión, en lo que a groso modo son los 
Acuerdos Bilaterales para la Protección y Promoción de la Inversión Extranjera (en 
adelante BIT) -por su acrónimo en inglés-. 
Considerando esta mención introductoria, el actual documento se enmarca entonces 
en el desarrollo de una investigación que se circunscribe en este derecho internacional de 
las inversiones, cuya rama corresponde al derecho internacional privado. Su desarrollo, 
apuesta a develar el contenido normativo en el cual se diseña toda la política nacional de 
promoción de la inversión nacional, pero sobre todo extranjera en el país, lo cual llama a 
temas relacionados con este, tal y como resulta de la revisión del panorama de solución de 
controversias a través del arbitraje internacional. 
Sobre el tema a tratar se parte por identificar un debate jurídico en el que se 
encuentran las posiciones a favor y en contra de la manera como se ha dado esta promoción 
de la inversión extranjera en el país; de un lado, están quienes la defienden, asegurando que 
es la mejor manera para generar producción y empleo en economías emergentes como la 
colombiana (Galán, 2006); sin embargo, a su vez se identifica quienes sostienen que este 
tipo de contratos pueden llevar a que esta inversión sea por lo que se denomina capitales 
golondrina
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 (Castaño y Galeano, 2011), siendo este y otros puntos de desencuentro, los que 
alimentan el ánimo de adelantar investigaciones como la que se presenta. 
En este sentido, resulta pertinente analizar los cambios normativos generados sobre 
esta materia en las últimas décadas para el caso colombiano, los cuales han permitido hacer 
de los contratos de estabilidad jurídica una herramienta efectiva para la protección de los 
intereses del inversionista en Colombia, para con esto, desarrollar una investigación por 
medio de la cual se estudien las posiciones y el dialogo entre autores, generando con ello 
una reflexión final respecto a la conveniencia o no del diseño normativo que regula este 
tipo de inversiones. 
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 Se definen como capitales golondrina aquellas inversiones que de manera pasajera entran a una economía. 
La crítica central a este tipo de capitales es que son inyecciones de capital especulativo, que pueden afectar de 
manera severa la balanza financiera (Vallejo, 2017). Sobre este particular, se ahonda más adelante en el 
documento. 
1. La inversión extranjera desde su caracterización jurídica 
Al hacer mención de la inversión, se hace referencia a una inyección de capital 
privado cuyo titular puede ser una persona nacional o extranjera, sea esta una persona 
natural o jurídica. Su fin se establece en la decisión de invertir en nuevos proyectos de 
desarrollo, mejoras de capital o planes de inversión que, por los volúmenes del capital de 
dinero de la inversión, requieren de una vigilancia estatal, que en el caso colombiano se 
traduce a una responsabilidad de las autoridades económicas en cabeza del Ministerio de 
Hacienda, en atención a los efectos que puede traer para la economía esta inyección de 
capital (Garavito, Iregui y Ramírez, 2012a). 
Sobre lo anterior, y volviendo a la mención hecha en la introducción sobre los 
capitales golondrina, el esperado de este tipo de inversiones se establece en que esta 
repercuta positivamente en la economía real (Limas y Franco, 2018). En consecuencia, se 
espera que esta se vea materializada en la transacción económica de bienes de producción, 
infraestructura, entre otros, contrarrestando el efecto de la inyección de capital; teniendo en 
cuenta que la entrada de estos volúmenes de capital, inciden directamente en la tasa de 
cambio de la moneda nacional (Bonilla, 2011). 
Al respecto y desde una breve explicación económica, se establece que la entrada de 
altos volúmenes de capitales en moneda extranjera genera una revaluación de la moneda 
local, afectando entre otros escenarios, la exportación de bienes, siendo esta una situación, 
la cual deriva en un efecto negativo sobre el mercado laboral de quienes trabajan allí (Nova, 
2014). Por lo anterior que resulte necesario, contrarrestar este efecto con la dinamización de 
otros sectores de la economía, los cuales serían en principio, aquellos sobre los cuales va 
dirigida la inversión (Echavarría y Arbeláez, 2005). 
Previendo en igual sentido estos posibles escenarios de afectación negativa en el 
agregado de la economía, Germán Vallejo (2017) subraya la conveniencia de dar cuenta 
sobre las relaciones entre la inversión extranjera directa y variables macroeconómicas que 
incluyen, el Producto Interno Bruto (PIB), el empleo, la productividad y, la balanza de 
pagos, resaltando la importancia de contrarrestar este efecto de inversión de capital, con 
medidas empresariales e institucionales que posibiliten la tecnificación de la mano de obra, 
a su vez que se genere inversión en infraestructura, tareas centrales para la mejora 
competitiva y productiva del país. 
Es por todo lo anterior, que subsiste la necesidad de generar mecanismos jurídicos 
idóneos, para la regulación de este tipo de capitales. En este sentido, la tarea debe iniciar 
por reconocer qué es una inversión extranjera y una nacional, dado que su efecto en la 
economía no es el mismo. Al respecto, Adriana Zapata (2000) señala que la distinción 
central entre una inversión local y una extranjera o internacional radica en los regímenes a 
los cuales cada una se somete, y justifica lo planteado, sobre las condiciones de 
diferenciación que marcan los roles de los capitales en las economías abiertas de la 
siguiente manera: 
Al admitir que los nacionales de un Estado se encuentran unidos por una suerte de 
“comunidad de destino” de la cual no participan totalmente los extranjeros, ni siquiera 
en los procesos de integración regional más avanzados, resulta necesario determinar el 
origen de las inversiones. (Zapata, 2000, p. 19) 
Prosigue, señalando que, sobre la inversión extranjera acaecen unos factores de 
diferenciación desde la perspectiva territorial, e internacional que se concretan en lo 
jurídico-político, sin menoscabo de la perspectiva económica. Esto lleva a plantear que la 
inversión, vista más como inversión extranjera, es el depósito en inversión de un capital 
extranjero, por parte de una persona natural o jurídica extranjera, sobre un territorio de un 
Estado diferente al de su origen (Zapata, 2000). 
En su desglose, se puede hacer referencia a que dicho capital es un reconocimiento 
patrimonial que hace el Estado receptor, el cual se establece sobre los bienes o activos que 
finalmente representan dicha inversión; todo esto, incluyendo sus utilidades y rendimientos 
(Sánchez, 2014). De igual manera, estos son capitales que en su tratamiento jurídico-
tributario se diferencian de los nacionales, toda vez que sobre estas inversiones se puedan 
acceder a privilegios económicos que procuran la perdurabilidad y reinversión de la utilidad 
(Garavito, Iregui y Ramírez, 2012). 
Precisamente es esta relación con el aspecto jurídico lo que se entra a ver a 
continuación, llamando al argumento de que los BIT aplicados en Colombia, tienen un 
margen de posible favorabilidad al amparo de las normas de Contratos de Estabilización 
Jurídica [CEJ] (Prieto, 2013). Al respecto se evidencia que en las más recientes 
transformaciones de las normas que regulan este tipo de contratos, estas le han apostado al 
ofrecimiento de una estabilidad jurídica a las inversiones, sean estas nacionales o 
extranjeros, y en efecto han llevado al aumento en la celebración de este tipo de contratos 
desde 2006 (Guzmán y Parra, 2010). 
Corolario, se puede señalar que el inicio de los BIT en Colombia y posterior 
desarrollo regulatorio de la inversión extranjera en Colombia, dan cuenta que el Estado, si 
bien tiene la facultad de hacer negociaciones, en los términos estrictos de este tipo de 
contrato, también le ha apostado a reformar su legislación con el fin de tener un mejor 
campo normativo para la celebración de contratos, donde la inversión es el eje central del 
desarrollo técnico del mismo. Así, se encuentra que los BIT, han tenido sobre todo en el 
último tiempo un mejor soporte jurídico en el desarrollo de los CEJ, que han decantado 
aspectos regulatorios que brindan más tranquilidad al inversor, en términos jurídicos, en 
aspecto sobre el cual se profundiza a continuación. 
2. Protección de las inversiones en Colombia 
En Colombia, desde la apertura económica que tuvo lugar a inicios de los noventa, se 
puede encontrar un ejercicio institucional por parte de las autoridades estatales por mejorar 
no solamente el nivel de inserción internacional de la economía colombiana (Reina, 2010), 
sino también la recepción de la inversión extranjera que puede llegar al país, máxime, 
“teniendo en cuenta la capacidad de producción de hidrocarburos y minerales del país, 
cuando no se lograba contar con una infraestructura empresarial suficiente para dar cabida a 
la explotación de dichos recursos” (Alfonso, 2012, p. 36), que en la actualidad mantiene el 
debate sobre la conveniencia o no para el país de este tipo de focalización productiva. 
Sin embargo, es en los dos últimos Gobiernos finalizados de Colombia -el doble 
periodo presidencial de Álvaro Uribe y en continuidad los dos periodos de Juan Manuel 
Santos-, donde se puede encontrar de manera más clara ejercicios de institucionalización de 
política de más fuertes respecto a la consolidación de los CEJ (Ojeda, Perea y Puerto, 
2019). La tarea inicia con la expedición del documento CONPES 3366 de 2005, sobre las 
“Consideraciones técnicas para la evaluación de solicitudes de celebración de contratos de 
estabilidad jurídica”, y consecuentemente, la Ley 963 de julio de 2005 o Ley de Estabilidad 
Jurídica para Inversionistas, el cual define el fin de los CEJ, en su artículo primero: 
Contratos de estabilidad jurídica. Se establecen los contratos de estabilidad jurídica con 
la finalidad de promover inversiones nuevas y de ampliar las existentes en el territorio 
nacional. 
Mediante estos contratos, el Estado garantiza a los inversionistas que los suscriban que, 
si durante su vigencia se modifica en forma adversa a estos alguna de las normas que 
haya sido identificada en los contratos como determinante de la inversión, los 
inversionistas tendrán derecho a que se les continúen aplicando dichas normas por el 
término de duración del contrato respectivo. (Ley 963 de julio de 2005, artículo 1) 
Términos generales, lo que se pretendió fue dotar de estabilidad jurídica
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generada para tranquilidad del inversionista sea este nacional o extranjero y conforme a los 
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 Esta estabilidad jurídica, no se debe confundir con la seguridad jurídica como lo aclara la Corte 
Constitucional en Sentencia C-320 de 2006, en la cual de manera textual se afirma: 
Conviene aclarar que la estabilidad jurídica, en los términos de la citada normatividad, resulta 
ser distinta al concepto de seguridad jurídica. En efecto, la estabilidad jurídica alude a la 
permanencia provisional, merced a la suscripción de un contrato estatal, de un determinado 
marco normativo favorable para las grandes inversiones y, por ende, aquellas que implican un 
mayor riesgo de pérdida. No se trata, por tanto, de inmutabilidad del ordenamiento jurídico, 
sino de una aplicación de un régimen jurídico, previamente acordado y delimitado en el 
clausulado del contrato. Por el contrario, la seguridad jurídica es entendida, en una de sus 
manifestaciones, como un principio en virtud del cual se cuenta con la necesaria certeza, en un 
momento histórico determinado, de cuáles son las normas que regulan una determinada 
lineamientos de política que conducen a la expedición de la norma. En este sentido, es el 
CONPES 3366 de 2005 el documento de política que inicialmente define estos 
lineamientos, aunque lo sustancial es a su vez señalado en el artículo 2 de la norma en 
comento, que especifica montos y sectores donde se puede desarrollar esta inversión. A la 
letra, el artículo indica: 
Inversionistas nacionales y extranjeros. Podrán ser parte en los contratos de estabilidad 
jurídica los inversionistas nacionales y extranjeros, sean ellos personas naturales o 
jurídicas, así como los consorcios, que realicen inversiones nuevas o amplíen las 
existentes en el territorio nacional, por un monto igual o superior a la suma de siete mil 
quinientos salarios mínimos legales mensuales vigentes (7.500 SMLMV), para 
desarrollar las siguientes actividades: turísticas, industriales, agrícolas, de exportación 
agroforestales, mineras, de zonas procesadoras de exportación; zonas libres 
comerciales y de petróleo, telecomunicaciones, construcciones, desarrollos portuarios y 
férreos, de generación de energía eléctrica, proyectos de irrigación y uso eficiente de 
recursos hídricos y toda actividad que apruebe el Comité de que trata el artículo 4° 
literal b). Se excluyen las inversiones extranjeras de portafolio. (Ley 963 de julio de 
2005, artículo 2) 
En efecto, la disposición normativa señalada permite reconocer los aspectos macros 
sobre los cuales se puede desarrollar este tipo de contratos en el país, aunque, para conocer 
más procedimentalmente su aplicación, se debe ir al Decreto 2950 de 2005, reglamentario 
de la ley que entre otros aspectos, la cual clarifica sobre las partes que deben estar 
contenidas en este tipo de contrato, sus requerimientos económicos, técnicos y jurídicos, 
condiciones de duración, trazabilidad y terminación, entre otros asuntos necesarios para la 
celebración de este tipo de contratos. 
Al respecto de este primer acervo normativo, se puede señalar que en su conjunto, 
este constituye el primer marco jurídico para la inserción de Colombia en nuevos 
mecanismos del derecho privado en la promoción de la inversión extranjera, conforme a la 
                                                                                                                                                    
situación jurídica. En otros términos, la seguridad jurídica es un concepto dinámico por 
naturaleza. (Corte Constitucional, Sentencia C-320 de 2006) 
búsqueda de capitales extranjeros que dinamizaran la economía nacional, como proyección 
de la política económica bandera de la entonces administración del presidente Álvaro Uribe 
Vélez, factor que interpela al efecto globalizador de las relaciones jurídicas, pero sobre todo 
económicas, expuesto por Jairo Llano (2016). 
En lo que corresponde a la discusión técnica de aplicación de los mismos en 
Colombia, en su trabajo sobre los CEJ, Pilar Cerón recoge además otros los elementos 
relevantes contenidos en la norma, y que deben tener estos contratos, entre los que se 
destaca aspectos tales como el ya mencionado sobre el valor de  la inversión, desde 7.500 
S.M.L.M.V., y duración entre 3 y 20 años, en contratos para los cuales aplica una prima 
entre el 0,5 y 1% de la inversión, que califica de esenciales para el diseño de este tipo de 
contratos (Cerón, 2012, p. 51). 
Sin embargo, su aplicación ha llevado a diferentes críticas como la efectuada por 
Laura Alfonso (2012), quien asegura que; “el proceso de intensificación de la inversión 
extranjera a través de los CEJ, no ha llevado necesariamente a una correlación positiva 
entre el crecimiento de la economía, y el nivel de inversión” (p. 43), máxime si se revisa 
que “otros indicadores sociales como la tasa de desempleo, que en regiones de impacto 
directo de dichas inversiones, no se vio precisamente reducido, sino que en algunos casos 
permaneció estable, y en otros aumento levemente” (Alonso, 2012, p. 45). 
En contraposición Érika Guzmán y Ana Lucia Parra (2012), sostienen que “es de 
mayor contraste los aspectos positivos y negativos que puede dejar la celebración de este 
tipo de contratos” (p. 112), teniendo en cuenta que lo positivo que deja, más allá del 
impacto socioeconómico, “es la posibilidad de que países como Colombia cuenten con 
capacidad productiva, o que dichos inversores la desarrollen, en el propósito de lograr una 
producción de recursos estratégicos que deben llevar por la senda del crecimiento 
económico” (Guzmán y Parra, 2012, p. 112). 
En lo extenso de todo este debate, se pueden hallar como se mencionan distintos 
puntos de debate que divergen respecto a la conveniencia o no de este tipo de celebración 
contractual, los cuales llevan a escenarios de discusión como el que tiene que ver con el 
origen y fundamento jurídico de este tipo de contratos y su armonía constitucional 
(Aristizábal, 2010), pasando por supuesto por el debate respecto el avance que representa 
para el desarrollo productivo del país, siendo estas discusiones que jurídicamente se pueden 
concretar en el análisis sobre la estabilidad jurídica de estas inversiones. 
En efecto este se puede enmarcar como el marco de referencia de la discusión 
propuesta, en lo que corresponde a si trae o no beneficios mutuo para el país y el 
inversionista este tipo de acuerdos, conviene indagar sobre la manera como para dichas 
inversiones, se activa la protección jurídica y qué significado tiene ello más allá de la 
estabilidad jurídica del inversionista, situación sobre la cual se ahonda a continuación, 
conforme a la caracterización de los instrumentos de estabilización jurídica usados para el 
desarrollo de este tipo de contratos. 
2.1. Instrumentos de estabilización jurídica de la inversión en el caso colombiano 
Los instrumentos de estabilización jurídica, son definidos por Juliana Castaño y 
Juliana Galeano (2011) como; “todos los mecanismos, contractuales o de otro tipo, que 
buscan sujetar las estipulaciones del contrato a condiciones económicas y legales 
específicas que las partes consideran apropiadas al momento de perfeccionar el contrato” 
(p. 71), lo cual se traduce en el acuerdo de cláusulas de estabilización, que se fijan de 
acuerdo a cada tipo de contrato, en atención a los fines y propósitos de la inversión y el 
ámbito de protección jurídica y económica que se pretenda otorgar. 
En la sección anterior del documento, se señalan varias de estas cláusulas de 
estabilización que, para el caso colombiano, se desprende de lo dispuesto en la Ley 963 de 
2005. Sin embargo, desde una aproximación más técnica, se puede recoger lo expresado en 
la literatura jurídica sobre el tema, como sucede en el caso del documento de Juliana 
Castaño y Juliana Galeano (2011), quienes identifican tres tipos de cláusulas de 
estabilización, siendo estas las de: 1) cláusulas de congelamiento, 2) cláusulas de equilibrio 
económico y 3) cláusulas híbridas. 
Sobre el primer tipo de cláusula, a saber, de congelamiento, estas se definen como 
aquellas que generan un congelamiento de la ley desde el momento que se da el 
perfeccionamiento del contrato, hasta su terminación (Pérez, 2015), aunque, para el caso 
colombiano, la congelación normativa no se presenta para toda la legislación, debido a que 
la norma advierte de unos aspectos específicos sobre los cuales se pueden aplicar cambios a 
futuro, siendo estos señalados en el artículo 11 de la Ley 963 de 2005. El artículo en 
comento señala: 
Limitaciones a los contratos de estabilidad. Los contratos de estabilidad deben estar en 
armonía con los derechos, garantías y deberes consagrados en la Constitución Política 
y respetar los tratados internacionales ratificados por el Estado colombiano. 
No se podrá conceder la estabilidad prevista en la presente ley sobre normas relativas 
a: el régimen de seguridad social; la obligación de declarar y pagar los tributos o 
inversiones forzosas que el Gobierno Nacional decrete bajo estados de excepción; los 
impuestos indirectos; la regulación prudencial del sector financiero y el régimen 
tarifario de los servicios públicos. 
Lo anterior, se considera que es una restricción fundamental, en atención a las críticas 
que se pueden hacer sobre este tipo de contratos. Lo que se encuentra en tanto, es una 
ponderación que, coloca por encima del compromiso del Estado con el inversionista, una 
serie de garantías constitucionales, a su vez que compromisos fiscales, los cuales en 
evidencia se deben superponer a este tipo de acuerdos económicos, aunque, desde el aporte 
jurisprudencial a la discusión, se encuentra un aviso claro de la Corte Constitucional al 
legislador, respecto a cuatro condiciones que no se pueden ver superadas en el desarrollo de 
normatividad para este tipo de contratos: 
(…), el capital extranjero en nuestro país interviene activamente en vastos sectores de 
su economía (finanzas, industria, comercio, hidrocarburos y servicios, entre otros), lo 
cual, sin lugar a equívocos, trae grandes beneficios para el país y, particularmente, para 
las empresas nacionales, en cuanto colabora decididamente con su crecimiento, 
desarrollo y expansión. La amplia facultad de que dispone el legislador para regular la 
inversión extranjera o nacional en Colombia bien sea mediante leyes o instrumentos 
internacionales, no puede (i) desconocer la Constitución, en especial, los derechos 
fundamentales, como tampoco los tratados internacionales que hacen parte del bloque 
de constitucionalidad, muy particularmente, aquellos referentes a los derechos de los 
trabajadores. De igual manera, le está vedado al legislador (ii) establecer mecanismos 
de protección a la inversión foránea que impliquen el reconocimiento y pago de 
indemnizaciones pecuniarias irrazonables, desproporcionadas, exorbitantes o 
infundadas, que atenten contra la salvaguarda del interés general; (iii) que despojen a 
los jueces nacionales de sus competencias constitucionales; y (iv) que impliquen una 
vulneración del principio de separación de poderes. (Corte Constitucional, Sentencia 
C-320 de 2006) 
En sentencias como la C-785 de 2012, la Corte reafirma esta posición, precisando aún 
más sobre las exenciones tributarias, sobre lo cual señala que no resulta constitucional la 
aplicación retroactiva de normas que conduzcan a beneficios tributarios, en congruencia 
con los principios de equidad, eficiencia y progresividad que fundan el ordenamiento 
jurídico del sistema tributario colombiano. Esta serie de precisiones jurisprudenciales, 
hacen considerar que, este Alto Tribunal, ha jugado un rol fundamental para evitar los 
excesos normativos que pueden surgir en el diseño de leyes sobre el tema en comento. 
Volviendo en tanto sobre los instrumentos de estabilización jurídica, se debe a su vez 
mencionar las cláusulas de equilibrio económico, las cuales se pactan para generar la 
compensación económica del inversionista, en casos donde se generen cambios en las 
condiciones macroeconómicas, que en consecuencia afecten el desarrollo del contrato; de 
igual manera, están las que se definen a título de híbridas, en las cuales se mezclan los dos 
tipos de cláusulas con anterioridad mencionadas (Castaño y Galeano, 2011). 
En el caso colombiano, no se encuentra la existencia de normas que respalden de 
manera explícita este tipo de cláusulas de equilibrio económico, o su ya comentada versión 
híbrida, sin embargo, no sobra indicar que puede surgir compensaciones económicas por 
temas por ejemplo de expropiación administrativa, donde ya se iría a normas que soportan 
de manera indirecta la celebración de CEJ, aunque bien se puede para este y otros temas 
hacer mención a la cláusula compromisoria, sobre la cual se avanza en la siguiente sección 
del documento. 
2.2. El arbitramento en los contratos de estabilidad jurídica celebrados en Colombia 
Como se puede inferir de lo expuesto hasta el momento, la celebración de CEJ 
encierra un complejo andamiaje técnico, económico y jurídico, cuyo desarrollo se puede 
prestar a la generación de controversias entre las partes que merecen una resolución idónea 
en aras de la credibilidad en general de este tipo de procesos aplicados en el país 
(Bordamalo, Oundjian, Ramírez y Pardo, 2011). Es sobre la posibilidad de este escenario, 
que la Ley 963 de 2005, de manera explícita señala la ruta a seguir para dirimir las 
controversias que se puedan generar. 
En este sentido, es que se estipula la cláusula compromisoria por medio de la cual se 
define el estamento jurisdiccional al que se debe acudir para la solución de controversias 
(Espinosa, 2010). En lo preciso, esto se estipula en el artículo 7, el cual textualmente señala 
que; “los contratos de estabilidad jurídica podrán incluir una cláusula compromisoria para 
dirimir las controversias derivadas de los mismos. En este caso, se establecerá un tribunal 
de arbitramento nacional regido exclusivamente por leyes colombiana”. 
Se debe señalar que la posibilidad de pactar un tribunal de arbitramento nacional es 
solo una de las posibilidades que brinda este tipo de contrato para la solución de 
controversias (Perrone, 2015). Ahora bien, es importante resaltar que, de no ser acordado 
así, y al ser un contrato celebrado de una parte por el Estado, su naturaleza resultaría siendo 
pública, lo cual derivaría en que la jurisdicción a la cual le correspondería hacer de árbitro 
sería la contencioso-administrativa (Galán, 2006). Sobre esta naturaleza Edgar Quiroga y 
María Villegas (2008) señalan: 
Los contratos en comento tienen una naturaleza jurídica sui géneris, en la medida que a 
pesar de ser regulados prima facie como contratos estatales –y por lo tanto, definidos y 
reglados por el derecho público primando la aplicación del principio pro legislatore–, 
también incluyen instituciones propias del derecho privado que de facto traducen una 
aplicación del principio pro libertate; tal es el caso de la forma como se accede a este 
tipo especial de negocios jurídicos, ya que instrumentos propios de la contratación 
estatal como la licitación pública o contratación directa, son reemplazados por la 
solicitud privada de celebración2 y su concomitante aprobación por parte del Estado; 
aunado a ello, figuras como la cláusula compromisoria (la cual genera una 
“expropiación” del derecho público en materia de solución de conflictos, trasladando 
dicha competencia a los tribunales de arbitramento) y la posibilidad de subrogación o 
cesión del contrato sin exigentes requisitos legales, generan la existencia de una 
naturaleza jurídica mixta. (p. 143) 
Si bien entonces este tipo de contrato tiene su naturaleza primigenia en el derecho 
público, se debe reconocer que, conforme a los elementos previamente citados, es más 
viable dotar de una naturaleza sui generis a este tipo de contratos. Esto en consecuencia, 
posibilita como ya se señala la extensión de mecanismos para la solución de controversias, 
generando con ello en principio un panorama más amplio de celeridad jurídica, que debería 
dar respaldo de garantía a los inversionistas sobre las contingencias externas en las cuales 
se pueda alegar algún tipo de responsabilidad por parte del Estado (Anzola, 2015). 
En consecuencia, se puede reconocer una estructura jurídica de los CEJ que, en lo 
referente al arbitraje, lo aleja de laudos internacionales, siendo ello en teoría beneficioso 
para el país (Gutiérrez, Sierra y Vasco, 2009), dadas las ventajas que se generan por ser una 
jurisdicción sobre la cual se está más preparada para actuar, condición que suma para 
reconocer que en términos generales, el diseño jurídico de los CEJ goza de una cuadratura 
no solo armónica con el orden constitucional nacional, sino también idónea para llegar a los 
fines que traza el Estado colombiano con la celebración de este tipo de contratos. 
2.3. Elementos jurídicos de mejora sobre los contratos de estabilidad jurídica en el 
país 
Se ha señalado entonces hasta este punto, que los CEJ juegan un papel importante en 
términos de la más reciente promoción de la inversión extranjera en Colombia, en la 
orientación de un Estado aperturista que pretende abrir sus fronteras a la inyección de 
capital; sobre esto, bien se establece el debate de la conveniencia o no de esto para la 
estabilidad económica del país, toda vez las críticas que se manifiestan respecto a la que 
dicho mecanismo, es facilitador sobre todo de la llegada de capitales golondrinas, 
considerado el impacto económico negativo que este tipo imprimen al adecuado 
desenvolvimiento de la aparato productivo del país (Moyano y Gil, 2014). 
Como lo reconocen entidades como el Banco de la República (2017), para ello es 
importante la revisión del armazón normativo desde el cual se desprende la justificación 
jurídica y económica que han hecho los más recientes Gobiernos nacionales para impulsar 
la inversión extranjera, encontrando que, en el diseño de esta política de promoción, se ha 
buscado dotar al Estado y sus autoridades como también a las partes interesadas, de unas 
bases técnicas y conceptuales desde las cuales se ha pretendido dibujar la mayor posibilidad 
de reglas claras de juego, lo cual se traduce en protección de las partes a través del 
reconocimiento en la estabilidad jurídica del contrato. 
No obstante, la realidad que se dibuja es que esta normatividad es hasta ahora 
primigenia con un amplio espectro de contenido por llenar; con anterioridad se hizo 
mención del equilibrio económico y al arbitramento, como elementos que requieren de una 
mayor precisión técnica y jurídica en el contenido normativo; esto sin desconocer que lo 
avanzado hasta el momento no se encuentra mal elaborado, sino que más bien es un buen 
soporte para llenar de una mayor solidez, los elementos dispuesto allí para lograr una 
mayor promoción de la inversión extranjera en el país. 
Al respecto, y sobre el llamado que se realiza en lo que corresponde a capitales 
golondrinas, pues si bien es cierto que la norma los prevé buscando evitar que estos lleguen 
vía celebración de BIT, la facilitación de exenciones y beneficios tributarios se convierte a 
la final en un atractivo para estos; por ello, se insiste en la mejora de la norma, que quizá y 
conforme a lo visto en el actual documento, el tratamiento jurídico-tributario podría ser uno 
de los asuntos sobre los cuales se podría revisar cómo se hace esta promoción, sin que 
facilite la llegada de este tipo de capitales perjudiciales para el sano desarrollo económico. 
Conclusiones 
Como se reiteró a lo largo del documento, durante los últimos años en Colombia ha 
existido por parte de sus más recientes gobiernos, un esfuerzo por brindar a la inversión 
nacional o extranjera, garantías que permitan a esta contar con estabilidad jurídica. Dichas 
inversiones, regladas sobre Acuerdos marcos BIT que firman los Estados, y desarrolladas 
conforme a lo estipulado en la norma que regula los CEJ, han permitido que, el Estado 
colombiano e inversionistas privados, celebren acuerdos de desarrollo productivo e 
infraestructura, que en el agregado han beneficiado a ambas partes. 
En este sentido, se puede establecer que estas normas han permitido en principio 
dotar el ordenamiento jurídico colombiano de normas que permiten brindar estabilidad 
jurídica a los inversionistas, sobre todo extranjeros, quienes han circunscrito con el Estado 
colombiano decenas de contratos de inversión. Sin embargo, una sección de la academia y 
estudiosos del tema en diferentes disciplinas, no dejan de ver con cuidado el esquema de 
protección en la vía de considerar su facilitación para la promoción de capitales golondrinas 
que traen más desestabilidad que beneficio a la economía. 
Sobre este asunto, se ha instado a las autoridades del Estado pertinentes, en cabeza 
del Gobierno nacional, a cuidar de este asunto al tramitar e impulsar reformas que inciden 
directa o indirectamente en la promoción de la inversión extranjera, como sucede en las 
reformas tributarias, pues se considera, que no se trata solo de dar promoción, sino que esta 
sea con calidad y estabilidad para el agregado de la economía; esto, sin desconocer que la 
promoción de la inversión extranjera ha permitido al país avanzar no solo en temas de 
infraestructura, sino también en mejora de su aparato productivo con miras a su interés de 
ser más competitivo 
Consecuencia de lo anterior, se reconoce que la promoción de la inversión ha 
permitido la inyección de capitales extranjeros a la economía colombiana que han 
permitido mejorar en distintos indicadores macroeconómicos, como lo son el mismo PIB y 
el empleo, aunque, se debe dejar claro que, para tener una mayor claridad en este aspecto se 
debe acudir a análisis cuantitativos profundos, que no es precisamente lo que se hace en el 
actual documento, siendo este uno de los aspectos que se invita a trabajar en documentos 
académicos y especializados que trabajen el tema de la inversión extranjera en el país. 
Con todo, los CEJ se presentan en tanto como una herramienta que ha posibilitado 
cambios positivos en aspectos ya mencionados, y en términos generales en el proceso de 
inserción e conectividad internacional de la economía colombiana, empero, se pueden dejar 
asuntos de fortalecimiento jurídico para la discusión, como lo que tiene que ver con el 
impacto tributario de este tipo de contratos, considerando que en varios campos de 
desarrollo hay exenciones tributarias, o lo que tiene que ver con temas de diferencias 
contractuales y, si para fortalecer este tipo de contratos se debería abrir campo a la justicia 
arbitral internacional. 
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